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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el señor JHON JAIRO GUZMÁN CHICA contra el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.) y el área jurídica de la Cárcel de Guaduas (C/marca.), al considerar vulnerado el derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

El señor JHON JAIRO GUZMÁN recluido en el establecimiento Penitenciario de Guaduas (C/marca.) interpone acción de tutela con el fin de que se traslade el proceso que se adelanta en su contra y de ese modo reclamar el beneficio administrativo de permiso de 72 horas a que tiene derecho.

La solicitud de amparo fue radicada inicialmente ante el Juzgado Promiscuo de Familia de Guaduas (C/marca.) de donde fue remitido a esta ciudad, por competencia.

3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira y vinculó al Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario “La Esperanza” de Guaduas (C/marca.).

- El Juez Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital, informó que en junio 25 de 2014 el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) profirió sentencia en contra del señor JHON JAIRO GUZMÁN CHICA por el delito de homicidio en concurso con tentativa de porte ilegal de armas, frente a lo cual le impuso una sanción de 147 meses de prisión y como quiera que el interno fue remitido a la cárcel de varones de Guaduas, en mayo 26 de 2016 se envió el proceso a su homólogo en esa ciudad. Agrega igualmente que la mora en la remisión de los casos que corresponden a internos que se encuentran en otras ciudades obedece a que los establecimientos penitenciarios del Distrito no comunican oportunamente la transferencia de éstos.

- El Director del Establecimiento Penitenciario “La Esperanza” de Guaduas (C/marca.) expresa que en mayo 15 de 2015 dirigió oficio al Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira, por medio del cual se solicitó el traslado del proceso del interno JHON JAIRO GUZMÁN CHICA al Juzgado de Guaduas, ante petición elevada por la abogada de la Defensoría Pública Dra. JAZMINE GONZÁLEZ FÉLIX.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el presente evento violación a los derechos fundamentales del actor; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En el presente caso, se desprende que lo pretendido por el interno JHON JAIRO GUZMÁN CHICA al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta  contra  su  derecho fundamental de petición, como quiera que por parte de una de las entidades accionadas -esto es el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira- no se ha dado respuesta al requerimiento que por intermedio de su apoderada se le envió al Juzgado desde mayo 14 de 2015 pese a que el término de ley para ello se encuentra ampliamente superado, sin que se le hubiera informado lo pertinente.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
, cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva respecto del interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:
“[…] La respuesta al derecho de petición debe ser de fondo, oportuna, congruente y tener notificación efectiva. Reiteración de jurisprudencia. 

Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado
:

“Se ha dicho en reiteradas ocasiones que el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna
 a la petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos características deben estar complementadas con la congruencia de lo respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar a una información plena de la respuesta dada.

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la solicitud conoce su respuesta
. Se hace necesario reiterar que no se considera como respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el titular del derecho fundamental
 […]” -negrillas fuera de texto-

La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone que “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.”. Igualmente, el canon 14 de la referida norma en relación con el término para dar respuesta a las solicitudes, contempla que: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción.” 
En el caso objeto de estudio, el interno JHON JAIRO GUZMÁN CHICA pide que el proceso que se adelanta en su contra ante el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas de Pereira se remita ante quien actualmente la vigila, por cuanto se encuentra recluido en la Penitenciaria de Guaduas (C/marca.), y aunque el actor no informa en qué momento elevó la petición, de lo arrimado al dossier por parte de la Dirección de la Cárcel se vislumbra que la misma fue realizada por su abogada de la defensoría pública en mayo 14 de 2015
.

Si bien a la tutela no se arrimó copia de la constancia donde se aprecie que efectivamente la solicitud fue entregada ante el juzgado accionado, por lo que podría considerarse a priori que no se cumplieron los requisitos generales del derecho de petición ya que no se dio uno de los extremos fácticos para el ejercicio de dicho derecho, que consiste en que se demuestre que el requerimiento fue presentado ante la autoridad competente y en una fecha cierta, es dable en este momento asegurar que lo requerido por el  actor se acató de manera tácita, pues pese a  lo tardío en la remisión del expediente, se tiene que una vez el despacho ejecutor tuvo conocimiento de la interposición de este amparo, dispuso su inmediata remisión a sus homólogos en el municipio de Guaduas (C/marca.) para que se continúe con la vigilancia de la sentencia impuesta al señor JHON JAIRO GUZMÁN. Todo lo anterior se surtió por intermedio de la empresa de correos Servientrega y se recibió por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas de esa municipalidad en junio 01 de 2016
. 
En ese orden de ideas, el requerimiento del interno encaminado a que el expediente fuera trasladado al despacho judicial que actualmente vigila la ejecución de la sentencia en la ciudad de Guaduas (C/marca.), se cumplió por parte del Juzgado accionado, lo que corroboró la Sala al verificar la guía de envío 942255622 donde se advierte que efectivamente el sobre contentivo de dicho proceso fue entregado a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, que era el lugar de destino.
No puede negarse desde luego la razón que le asistió al actor al instaurar la tutela, porque en efecto, al momento de presentar la demanda no había recibido respuesta a su solicitud pese a encontrarse superados ampliamente los 15 días con los que contaba el despacho judicial para proferir un pronunciamiento de fondo sobre esa petición. Pero como se ha explicado, durante el trámite de esta acción se reportó que el expediente fue enviado ante el funcionario competente para continuar con la vigilancia de la pena impuesta.

A consecuencia de lo anterior, es necesario indicar que en el presente caso esta Corporación no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haber sido remitido el expediente al Juzgado pertinente, no se configura afectación a derecho fundamental alguno al haberse dado respuesta al pedimento del actor de manera tácita por el despacho tutelado, motivo por el que ya no existe el objeto o los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación. 

Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10:

“1. Concepto de hecho superado. Reiteración de jurisprudencia.

La Corte Constitucional ha sostenido en numerosas oportunidades que se configura un hecho superado cuando en el trámite de la acción sobrevienen circunstancias fácticas, que permiten concluir que la alegada vulneración o amenaza a los derechos fundamentales ha cesado. Cuando ello ocurre, se extingue el objeto jurídico sobre el cual gira la tutela, de tal forma que cualquier decisión al respecto resulta inocua. El hecho superado se restringe a la satisfacción por acción u omisión de lo pedido en tutela. Por ello, no depende necesariamente de consideraciones sobre la titularidad o la existencia efectiva de la vulneración de los derechos.

En este sentido, la sentencia SU-540 de 2007 sostuvo que:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

En conclusión, como quiera que por parte del Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), se cumplió con el objeto de la petición elevada por el tutelante, se negará el amparo constitucional impetrado. 

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por el señor JHON JAIRO GUZMÁN CHICA, por tratarse de un hecho superado.

SEGUNDO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Sentencia T-149/13.


� Sentencia T-669/03.


� Sentencia T-159/93. El actor interpuso acción de tutela a nombre de su hijo, quien había perdido el 100% de su capacidad laboral con el fin de que se le protegiera el derecho fundamental de petición y en consecuencia se le reconociera y pagara la pensión de invalidez a que tenía derecho. No obstante, luego de más de dos años de presentada la solicitud, la demandada no había respondido. En la sentencia T-1160  A /01, M. P. Manuel José Cepeda se concedió la tutela a una persona que había interpuesto recurso de apelación contra la decisión negativa de pensión de invalidez de origen no profesional y pasados más de seis meses no había obtenido respuesta alguna.”


� En sentencia T-178/00 la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición.”


� sentencia T-615/98 (la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado).”


� Ver folios 18 y 19 C.O.


� Ver folios 15 y 16 C.O.
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